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NIEGA EXTINCIÓN DE LA ACCIÓN PENAL. [S]i bien es cierto que en el presente asunto al señor JHON ALEXÁNDER RENDÓN AMAYA no se le notificó, por un evidente error humano, dentro del tiempo que se estimaría prudente, la decisión adoptada por el Juez Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, de revocarle el beneficio de la suspensión condicional de la ejecución de la pena, lo que no quiere decir que tal proveído no se pueda entender como válido al momento en que se supone que él cumpliría el periodo de prueba impuesto por el Juez de conocimiento en su sentencia condenatoria. En ese orden de cosas, no se puede predicar ahora como afectado el derecho al debido proceso y menos el derecho a la libertad del condenado, ya que a pesar de la tardanza en la debida notificación de la decisión, tal acto sí se realizó, de manera tardía es innegable, pero se hizo, y contra la misma no se interpusieron recursos por parte del afectado, permitiéndole de esa manera cobrar ejecutoria. 
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Concierto para delinquir agravado
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Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira
ASUNTO

Se pronuncia la Corporación sobre el recurso de apelación interpuesto por el defensor del sentenciado JHON ALEXÁNDER RENDÓN AMAYA contra el auto proferido por el Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, que negó la extinción de la pena y la rehabilitación de los derechos suspendidos, entre ellos la libertad, que le fuera impuesta al aludido reo como consecuencia de su declaración de responsabilidad por el delito de concierto para delinquir agravado. 

ANTECEDENTES

El 29 de mayo de 2015 el Juzgado Penal del Circuito de Descongestión de Pereira, mediante sentencia anticipada condenó al señor JHON ALEXÁNDER RENDÓN AMAYA a la pena principal de 36 meses de prisión por el delito de concierto para delinquir agravado en calidad de exmiembro de las AUC, en atención a ello y en aplicación de lo dispuesto en el artículo 7º de la Ley 1424 de 2010 se le concedió el subrogado de la suspensión condicional de la ejecución de la pena, con un período de prueba de 18 meses. En atención a lo anterior, el señor RENDÓN AMAYA, suscribió acta compromisoria el día 19 de junio de 2015.
Inicialmente la vigilancia de la pena impuesta en el referido fallo, le correspondió al Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, quien mediante auto del 18 de enero del 2016 ordenó el traslado del asunto al entonces recién creado Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad local, Despacho que asumió el proceso que llegó a su conocimiento con una solicitud de la Agencia Colombiana para la Reintegración, donde solicitaban que se estudiara la posibilidad de revocar el beneficio de la suspensión condicional de la ejecución de la pena que se le había concedido al procesado en razón de que él no cumplía con la totalidad de requisitos exigidos en el numeral 4º del artículo 7º de la Ley 1424 de 2010. Con base en esa petición, el 1º de diciembre de 2016, el Juez en mención, mediante auto interlocutorio # 1998 de esa fecha, decidio revocarle al señor RENDÓN AMAYA el subrogado penal que le fuera concedido por el juez que lo condenó, toda vez que en contra de él existía un antecedente judicial, relacionado con una condena que le fuera impuesta el 6 de marzo de 2014 por el delito de inasistencia alimentaria por hechos ocurridos en el año 2013; decisión, que por un error humano, no fue notificada a tiempo, lo que solo se hizo hasta el 30 de mayo de 2017, cobrando ejecutoria el 3 de junio de este año al no ser apelada. 
LA PETICIÓN DE EXTINCIÓN DE LA PENA:
El apoderado del señor JHON ALÉXANDER RENDÓN AMAYA, solicitó declarar extinta la pena impuesta a su mandante y ordenar su libertad por pena cumplida, toda vez que para el momento en que al condenado le fue notificado el auto que le revocó la suspensión condicional de la ejecución de la pena, el período de prueba ya se había cumplido, por ende siguiendo lo dispuesto por la Corte Constitucional en varios pronunciamientos en los que dejó sentado que una vez transcurrido el período de prueba sin que el penado incumpla los compromisos adquiridos para la suspensión de la sanción penal, la misma queda extinta y por ende la libertad pasa a ser definitiva; entonces, lo procedente es que lo pedido sea concedido sin reparo alguno. 
EL AUTO OPUGNADO:
El Juzgado referido, mediante decisión adoptada el 22 de junio del presente año, indicó que no era procedente acceder a lo pedido por el defensor por cuanto al señor RENDÓN AMAYA se le revocó la suspensión condicional de la pena impuesta, con anterioridad al cumplimiento del periodo de prueba, y si tal cosa se dio, fue por la solicitud que hiciera la Agencia Colombiana para la Reintegración Social, en aplicación de lo dispuesto en el artículo 9º de la Ley 1424 de 2010 que autoriza a que en cualquier momento se le revoque ese beneficio al desmovilizado de quien se verifique no cumple con las exigencias de esa misma norma. Por otro lado, indicó el fallador que no es posible considerar que el tiempo que el procesado estuvo libre y cumpliendo el periodo de prueba dispuesto por el juez de conocimiento, es parte de la pena y se le debe tener en cuenta para contabilizar la misma, pues es claro que con la revocatoria del beneficio el condenado está en la obligación de cumplir todo el tiempo de la sentencia privado de la libertad; por tanto no es posible concederle ni la declaratoria de extinción de la pena y mucho menos la libertad. Además de ello, señaló que contra la decisión que revocó la suspensión de la ejecución de la pena, no fue apelada y por ende el mismo quedó en firme. 
EL RECURSO INTERPUESTO:
Inconforme con lo decidido, el abogado del señor JHON ALEXÁNDER RENDÓN AMAYA interpuso el recurso de apelación, indicando para ello que a pesar de que el auto que revocó el beneficio de la suspensión condicional de la ejecución de la pena a su representado se dictó el 1º de diciembre de 2016, el mismo, por los errores del Despacho y del Centro de Servicios de los Juzgados de Ejecución de Penas, nunca fue notificado a tiempo ni se encontraba ejecutoriado para la fecha en que el señor RENDÓN fue capturado por orden del Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, esto es el 23 de mayo de 2017, el cual solo fue notificado efectivamente al procesado el día 30 de ese mismo mes y año y quedó ejecutoriado el 2 de junio de 2017. Indica el recurrente que la anterior situación deja claro que para el día en que cobró firmeza el auto de revocatoria del beneficio, habían transcurrido 23 meses y 18 días desde que su defendido suscribiera el acta compromisoria en el Juzgado que lo condenó, lo que hace evidente que los 18 meses de periodo de prueba se habían superado ampliamente, razón suficiente para que se declare extinta la pena habida en su contra y se ordene su libertad inmediata, además de que a él no se le debió revocar el beneficio puesto que la condena por inasistencia alimentaria no fue por hechos acaecidos durante o con ocasión a su pertenencia al grupo armado, pues recuérdese que su desmovilización se dio en el 2005 y la denuncia se hizo por situaciones acaecidas en el año 2013.
Finalmente, dice el libelista que con las determinaciones tomadas por parte del Juez Cuarto Penal de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad se vulneran los derechos fundamentales al debido proceso y la libertad de su defendido puesto que él fue capturado con ocasión y en razón de una orden judicial que no se encontraba legalmente ejecutoriada, y tampoco cuando se han superado lapsos definidos en la ley para hacer efectivas situaciones que ya han sido predeterminadas por la autoridad judicial correspondiente. 
PARA RESOLVER SE CONSIDERA:
Competencia:

La Sala está habilitada funcionalmente para desatar la impugnación interpuesta en contra del auto referido, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 80 de la Ley 600 de 2000, que ha regido el curso de este proceso.

Problema jurídico:
Guardando coherencia con la alzada, corresponde a la Sala estudiar y determinar si en el presente asunto se encuentra extinta la pena impuesta al señor JHON ALEXÁNDER RENDÓN AMAYA por haber fenecido el término del periodo de prueba estipulado en el acta compromisoria que firmó para acceder a la suspensión condicional de pena que le fuera impuesta por el Juzgado Penal del Circuito Especializado de Descongestión, toda vez de que, a pesar de que el auto que le revocó el beneficio se profirió con anterioridad a que se culminara el plazo de prueba, el mismo solo se notificó de manera efectiva y cobró ejecutoria cinco meses después de emitido.   
Solución:

Teniendo en cuenta lo dicho por el recurrente en su escrito, encuentra la Colegiatura que el tema central de este asunto, gira en torno a determinar si el auto por medio del cual se le revocó la suspensión condicional de la ejecución de la pena al señor RENDÓN AMAYA se debe entender como inexistente al momento del vencimiento del plazo estipulado como periodo de prueba en la concesión del subrogado en mención, toda vez que a pesar de haberse proferido durante el transcurso de este término, el mismo no se notificó a tiempo y por ello solo quedó en firme en el mes de junio de 2017, esto es cuando ya habían transcurrido más de cinco meses desde el vencimiento del término de prueba. 
Frente a lo anterior, es importante recordar que no cabe duda de que efectivamente la notificación de las actuaciones judiciales está íntimamente relacionado con el principio de publicidad y el derecho al debido proceso, puesto que el conocimiento que los ciudadanos tengan de un actuación judicial o administrativa que los afecta es lo que les dará la posibilidad de ejercer su derecho de contradicción y defensa, de allí que de tiempo atrás la Corte Constitucional haya dejado claro lo siguiente:

“17. Precisamente, el artículo 29 de la Constitución Política determina que el principio de publicidad constituye una garantía mínima del debido proceso en las actuaciones públicas y, especialmente, en las judiciales, cuando categóricamente afirma que toda persona tiene derecho a “un debido proceso público”. Precepto constitucional que a su vez se incorpora como pilar fundamental de la administración de justicia y, en general, de la función pública, de conformidad con lo previsto en los artículos 209 y 228 de la Carta Fundamental.  
 
18. Sin embargo, es preciso reconocer que el principio de publicidad tiene dos vertientes en relación con su alcance y exigibilidad, a saber: a) En primer lugar, es deber de los jueces en los procesos y actuaciones judiciales dar a conocer sus decisiones tanto a las partes como a los otros sujetos procesales, mediante las comunicaciones o notificaciones que para el efecto consagre el ordenamiento jurídico. En este evento, se trata de un acto procesal de notificación, el cual más que pretender formalizar la comunicación del inicio, desarrollo o agotamiento de una actuación, procura asegurar la legalidad de las determinaciones judicialmente adoptadas, ya que su conocimiento ampara efectivamente los derechos de defensa, de contradicción y de impugnación (C.P. artículo 29).
b) Por otra parte, el artículo 64 de la Ley Estatutaria de la Administración de Justicia en concordancia con los artículos 74 y 228 de la Constitución, impone el deber a los jueces de comunicar y divulgar a la opinión pública o a la comunidad en general, el contenido y los efectos de sus decisiones, salvo en aquellos casos en los cuales exista reserva legal. 
 
En efecto, esta Corporación en Sentencia C-037 de 1996 (M.P. Vladimiro Naranjo Mesa), destacó estas vertientes del principio de publicidad, en los siguientes términos: “...es necesario puntualizar que la facultad de informar el contenido y alcance de las providencias por parte de los funcionarios judiciales, no es asimilable al acto procesal de notificación a las partes. En el primer evento, (..), se trata de una declaración pública en la que se explican algunos detalles importantes de la sentencia proferida, bajo el supuesto, obvio, de que el administrador de justicia no se encuentra obligado a dar a conocer aquellos asuntos que son objeto de reserva legal. Por el contrario, el segundo caso, implica una relación procesal entre el juez y las partes, a través de la cual se brinda la oportunidad a éstas de conocer el contenido íntegro de las providencias y de interponer, dentro de los lineamientos legales, los respectivos recursos...”.
 
19. Ahora bien, el principio de publicidad como instrumento indispensable para la realización del debido proceso, impone a los jueces la exigencia de proferir providencias debidamente motivadas en los aspectos de hecho y de derecho, y el deber de ponerlas en conocimiento de los distintos sujetos procesales con interés jurídico en actuar, lo que se opone a aquellas decisiones secretas u ocultas contrarias a los postulados de la democracia participativa[11].
 
En estos términos, el principio de publicidad en tratándose de la administración de justicia está obviamente vinculado al derecho de defensa y al debido proceso, pues si las decisiones judiciales no son públicas, los distintos sujetos procesales no pueden ejercer los derechos de contradicción y de impugnación. Por ello, esta Corporación ha señalado, en numerosas ocasiones, que el principio de publicidad es un componente del debido proceso y un mecanismo para asegurar el derecho de defensa. Precisamente, la Corte ha sostenido que "las decisiones que se adopten dentro de cualquier procedimiento deben ser puestas en conocimiento de los interesados", pues " la publicidad viene a ser garantía de imparcialidad y de operancia de los derechos de contradicción y de defensa, pues sólo quien conoce las decisiones que lo afectan puede efectivamente oponerse a ellas"[12].”

En ese orden de cosas, se puede concluir, sin mayores esfuerzos intelectuales que la notificación de una decisión judicial tiene como principal propósito el que las partes interesadas en la resolución de un asunto, conozcan las decisiones que el juez toma dentro de la misma y de esa manera poder ejercer su derecho de contradicción y defensa, interponiendo los recursos que contra la misma se permitan. 
De allí que sea posible decir que la no notificación o la indebida notificación de una decisión judicial, no afecta la existencia de la misma, pues a pesar de ello la determinación está ahí y ya ha nacido al mundo jurídico, lo que implica esa falencia es que sus efectos jurídicos están suspendidos hasta tanto las partes intervinientes, sean notificadas en debida forma y la decisión quede en firme. 
Entonces, se tiene que si bien es cierto que en el presente asunto al señor JHON ALEXÁNDER RENDÓN AMAYA no se le notificó, por un evidente error humano, dentro del tiempo que se estimaría prudente, la decisión adoptada por el Juez Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, de revocarle el beneficio de la suspensión condicional de la ejecución de la pena, lo que no quiere decir que tal proveído no se pueda entender como válido al momento en que se supone que él cumpliría el periodo de prueba impuesto por el Juez de conocimiento en su sentencia condenatoria.
En ese orden de cosas, no se puede predicar ahora como afectado el derecho al debido proceso y menos el derecho a la libertad del condenado, ya que a pesar de la tardanza en la debida notificación de la decisión, tal acto sí se realizó, de manera tardía es innegable, pero se hizo, y contra la misma no se interpusieron recursos por parte del afectado, permitiéndole de esa manera cobrar ejecutoria. 

Ahora bien, no le asiste razón al señor defensor cuando dice que la orden de captura expedida en contra de su representado, en razón de la revocatoria producida mediante el auto 1998 del primero de diciembre de 2016, no podía hacerse efectiva hasta tanto la misma quedara en firme, lo que no se compadece de las disposiciones consagradas en el artículo 188 de la Ley 600 de 2.000, las cuales son categóricas en señalar que las providencias que ordenan la libertad o privación de la libertad del acriminado, son de inmediato cumplimiento. Además en estos momentos tales reclamos deben ser considerados como tardíos, ya que tal cosa debió alegarse en su debido momento y no ahora cuando ya se encuentra en firme el auto que dio pie a esa situación. 

Bajo esa perspectiva, considera este Juez Colegiado que no le asiste razón al defensor en su argumentación, por cuanto, a pesar de no haberse notificado en tiempo, el auto 1998 del 1º de diciembre de 2016, proferido por el A quo, sí modificó desde su expedición la situación jurídica del procesado, aunque su notificación no se haya hecho efectiva de manera inmediata y fue convalidada con el mutismo guardado por el mismo afectado con ella, al guardar silencio y dejar fenecer los términos para la interposición de recursos en su contra.
En ese orden de cosas, está claro para esta Colegiatura que a pesar de lo sucedido por la no notificación del auto arriba relacionado, la decisión de revocar la suspensión condicional de la ejecución de la pena por parte del A quo quedó en firme y contra ella ya no opera ningún recurso, y eso implica que esa solicitud de declaratoria de extinción de la acción penal por vencimiento del término de prueba de la suspensión condicional de la ejecución de la pena no sea viable dada la revocatoria que se dio del beneficio concedido al señor RENDÓN AMAYA, con anterioridad al vencimiento del periodo de prueba. 
Baste lo anterior para concluir que la decisión objeto de alzada deba ser confirmada.
En virtud de las consideraciones expuestas, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira en Sala de Decisión Penal,
RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR la decisión proferida el 22 de junio de 2017 por el Juez Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, por medio del cual le negó la extinción de la pena y por ende la libertad al procesado JHON ALEXÁNDER RENDÓN AMAYA, ello por las razones expuestas en la parte motiva de esta decisión. 
SEGUNDO: ORDENAR la devolución del expediente a su juzgado de origen, y declarar que en contra la presente decisión no procede recurso alguno.

NOTIFÍQUESE Y DEVUÉLVASE
MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado
JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

� Corte Constitucional, sentencia C-641 de 2002.
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